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        Recomendación: CEDH/09/2018-R.            
         

Sobre el caso de violaciones a los derechos 
humanos de legalidad y seguridad jurídica 
de V1 y V2. 
  
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; 7 de noviembre            
del 2018.   

 
 
C. Álvaro Robles Cameras. 
Secretario de Transportes.  
 
 
Distinguido Secretario:  
 
Esta Comisión Estatal de los Derechos Humanos, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 102 apartado “B” de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 98 de la Constitución Política del Estado de 
Chiapas; 1, 4, 5, 7, 18 fracciones I, XVIII, XXI y XXII;  27 fracciones I y XXVIII; 37 
fracciones I, V y VI; 43, 45, 47, 50, 62, 63, 64, 66, 67, 69 y demás relativos de 
la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos;  así como los 
artículos 188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195, 196 y demás relativos del 
Reglamento Interior del extinto Consejo Estatal de los Derechos Humanos, 
de aplicación supletoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
Tercero Transitorio de la Ley, a contrario sensu; ha examinado los elementos 
de evidencia contenidos en el expediente CEDH/820/2007, relacionado 
con el caso de la queja presentada ante este organismo en fecha 26 de 
septiembre del 2007, por V2, quien manifestó presuntas violaciones a 
derechos humanos, en su propio agravio y de su hijo V1, consistentes en 
abuso de autoridad, ejercicio indebido del servicio público y ejercicio 
indebido del cargo; por parte de AG1 y AG2, Agentes Supervisores de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, correspondiente a la Zona 
Fronteriza en Comitán de Domínguez, Chiapas.  

Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en 
los hechos y evitar que sus nombres y datos personales sean divulgados, se 
omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 43 
quinto párrafo de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos; 
128, primer párrafo, y 129, de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
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Información Pública del Estado de Chiapas; dicha información se pone de 
su conocimiento a través de un listado adjunto en el que se describe el 
significado de las claves utilizadas, con el compromiso de dictar las 
medidas de protección de los datos correspondientes. 
 
En la presente Recomendación se hace referencia a distintas instituciones, 
dependencias, cargos de servidores públicos, documentos y normatividad, 
por lo que a continuación se presentan los acrónimos y abreviaturas 
utilizados, a efecto de facilitar la lectura y evitar su constante repetición:  
 
CPEUM.- Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Comisión Estatal.- Comisión Estatal de los Derechos Humanos. 
Comisión Nacional.- Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
PGJE.- Procuraduría General de Justicia del Estado. 
FGE.- Fiscalía General del Estado. 
Ley de la CEDH.- Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos en el 
Estado de Chiapas.  
Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 
Secretaría de Transportes. 
  
I.- HECHOS. 
 
1.- El 28 de septiembre del 2007, este organismo radicó el expediente de 
queja CEDH/820/2007, deducido del escrito de fecha 24 de septiembre del 
2007, recibido el día 26 de los mismos, suscrito por V2, quien manifestó 
presuntas violaciones a derechos humanos, cometidas en su agravio y de 
su hijo V1, consistentes en abuso de autoridad, ejercicio indebido del 
servicio público y ejercicio indebido del cargo; por parte de AG1 y AG2, 
Agentes Supervisores de la entonces Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, correspondiente a la Zona Fronteriza en Comitán de 
Domínguez, Chiapas; manifestando en síntesis lo siguiente: 

 
“…el día 24 de mayo del 2007, a las 11:30 horas, a la orilla de la 
ciudad de Las Rosas, Chiapas, AG1 y AG2, Agentes Supervisores de 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, correspondientes a 
la Zona Fronteriza en Comitán de Domínguez, Chiapas, a bordo de 
una unidad Volkswagen blanco detuvieron a V1, sin causa justificada 
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ni explicación; le quitaron las llaves de una unidad NISSAN tipo Tsuru, 
del servicio particular, que iba conduciendo a Las Rosas. Al 
momento que le hicieron la parada las personas antes mencionadas, 
le dijeron que no desprendiera las llaves del automóvil para su 
revisión, y luego sin explicación alguna AG1 puso en marcha el 
vehículo llevándolo a Comitán de Domínguez, junto con V1, 
privándolo del derecho de poder comunicarse con algún familiar o 
persona de su confianza, por lo que de una forma prepotente y por 
demás grosera lo llevaron prisionero hasta la ciudad de Comitán de 
Domínguez, para depositar el vehículo en Grúas Castillo.  
 
Después, V1, fue trasladado a las oficinas de la Delegación de 
Transporte,  donde le hicieron firmar documentos en blanco, 
amenazándolo de que si no lo hacía lo meterían a la cárcel; 
documentos que después ellos llenarían protegiendo sus intereses, 
como son el Acta número 00008 y la Boleta de Infracción con folio 
número 0885... posteriormente V1 fue puesto en libertad, pero no el 
vehículo, que permanece en el corralón hasta la fecha.  
 
Acto seguido, el Delegado de Comunicaciones y Transportes, AG3, 
turnó el asunto al Ministerio Público de Comitán, iniciándose la 
Averiguación Previa AL94/00610/2007, siendo esta resuelta a nuestro 
favor, refiriendo el Ministerio Público de Las Rosas, en su oficio 
FMPLR/00308/2007, de 31 de agosto del 2007, que fue debidamente 
acreditada la propiedad del vehículo que se nos aseguró y que 
deberá devolvernos, pero el Delegado se ha negado a dárnoslo, 
manifestando que debemos pagar una multa de $4,700.00, así como 
el pago del corralón, lo que se me hace injusto puesto que V1 no 
cometió ninguna infracción, y fue ACUSADO ante el Ministerio 
Público siendo inocente, por lo que pido se me haga la devolución 
de mi vehículo y que los servidores públicos paguen la deuda que se 
ha adquirido en el corralón por la estancia de mi vehículo…”  

  
1.1.- Acuerdo de fecha 31 de agosto del 2007, emitido por el Fiscal del 
Ministerio Público Investigador de Las Rosas, Chiapas, en la Averiguación 
Previa AL94/000610/2007, cuyo contenido en lo que interesa, dice: 
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  "... tomando en consideración que V2, ha comparecido a esta 
autoridad a efecto de solicitar que le sea devuelto el vehículo marca 
Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de serie 3BAMB13-41607, motor 
E16624163M,  placas de circulación DMT-6327... se desprende que el 
vehículo antes mencionado fue asegurado por personal de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Dirección de Registro y 
Control del Transporte, Departamento de Supervisión a cargo de AG1 
en su calidad de INSPECTOR y del señor AG2, en su calidad de testigo, 
en el momento en que se encontraban realizando un operativo 
dentro de la ciudad de Las Rosas, Chiapas, con apoyo de la 
Delegación de Tránsito y Vialidad de esta misma ciudad; mismo 
vehículo que de acuerdo al ACTA DE SUPERVISIÓN E INSPECCIÓN 
número 00008, de fecha 24 de mayo del año 2007... se encontraba 
prestando el SERVICIO PÚBLICO DE ALQUILER en su modalidad de TAXI, 
conducido por V1, por lo cual fue detenida dicha unidad vehicular y 
puesta a disposición de esta autoridad ministerial...  
 
... se desprende que al estudiar de manera minuciosa el ACTA DE 
SUPERVISIÓN E INSPECCIÓN número 00008, de fecha 24 de mayo del 
año 2007, se observa que el INSPECTOR AG1, en su calidad de 
inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, es omiso 
al NO mencionar los nombres, dirección e identificación de las 
personas que viajaban en dicho vehículo en calidad de PASAJEROS, 
con los cuales esta Fiscalía Investigadora estaría en condiciones de 
acreditar los elementos esenciales que integran el delito de FRAUDE 
como lo son a).- AQUIEN ENGAÑANDO A ALGUIEN O 
APROVECHÁNDOSE DEL ERROR EN QUE SE ENCUENTRA. b).- OBTENGA 
ILÍCITAMENTE UNA COSA O ALCANCE UN LUCRO INDEBIDO que el 
conductor y/o propietario pudiera estar realizando en agravio de la 
SOCIEDAD y los cuales en el presente caso que nos ocupa no se 
advierten...  
 
... asimismo como es de observarse el oficio número DTE/057/2007, de 
fecha 30 de agosto del 2007, suscrito y dirigido a esta Representación 
Social por el Delegado de Tránsito y Vialidad de esta ciudad, por 
medio del cual remite informe que a la letra dice: EN CUMPLIMIENTO 
AL OFICIO NÚMERO AMPLR/00301/2007, DE FECHA 27 DE AGOSTO DEL 
2007, ME PERMITO INFORMAR A USTED LO SIGUIENTE: QUE EN EL 
MOMENTO DE LA DETENCIÓN FUE ASEGURADO ÚNICAMENTE EL 
VEHÍCULO Y EL CONDUCTOR POR LOS SUPERVISORES DE TRANSPORTE 
ESTATAL AG2, AG1, CON EL APOYO DE LOS ELEMENTOS DE TRÁNSITO 
DEL ESTADO Y EL DELEGADO; informe el anterior que deja más en claro 
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que al momento de la detención del vehículo de referencia, este no 
se encontraba prestando EL SERVICIO PÚBLICO DE ALQUILER, por lo 
tanto esta Representación Social considera que no se encuentran 
reunidos los requisitos del artículo 16 de la Constitución General de la 
República para poder ejercitar acción penal en contra de la persona 
de nombre V1 y ... se considera que es procedente realizar la 
devolución del vehículo antes mencionado en calidad de DEPÓSITO  
a favor del señor V2, mismo que ha acreditado de manera fehaciente 
la propiedad de dicho bien mueble..."                 

 
1.2.- Oficio FMPLR/000308/2007, de fecha 31 de agosto del 2007, que el 
Fiscal del Ministerio Público Investigador de Las Rosas, dirige a AG3, 
Representante Regional Zona Fronteriza, de la Subsecretaría de 
Transportes; en el que le requiere la devolución del citado vehículo en 
calidad de DEPÓSITO a V2, dejando a salvo la infracción a la que se haya 
hecho acreedor y el servicio prestado, respectivamente.  
 
1.3.- Oficio FMPLR/000308/2007, de fecha 31 de agosto del 2007, que el 
Fiscal del Ministerio Público Investigador de Las Rosas, dirige al 
ENCARGADO DE GRÚAS CASTILLO, en Comitán de Domínguez, Chiapas; en 
el que le requiere la devolución del citado vehículo en calidad de 
DEPÓSITO a V2, dejando a salvo la infracción a la que se haya hecho 
acreedor y el servicio prestado, respectivamente.  
 
2.- Por  acuerdo de fecha 28 de septiembre del 2007, se determinó la 
admisión de la instancia, por presuntas violaciones a derechos humanos, 
consistentes en amenazas, abuso de autoridad, ejercicio indebido del 
servicio público y ejercicio indebido del cargo;  cometidas tales violaciones 
en agravio de V2 y V1, por parte de AG1, AG2 y AG3, servidores públicos 
adscritos a la Zona Regional Fronteriza de la entonces Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes del Estado de Chiapas.  
 
II.- EVIDENCIAS. 
 
3.- En oficio SCT/UAJ/116/07, sin fecha, recibido en este Organismo el 26 de 
octubre del 2007, el Jefe de la Unidad de Apoyo Jurídico, de la entonces 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, del Estado, en lo que 
interesa, informó lo siguiente:  

 
"1.- Con fundamento en el artículo 75 de la Ley de Transportes del 
Estado de Chiapas, personal de esta Secretaría, adscrito a la 
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Representación Regional Zona Fronteriza, ubicada en la ciudad de 
Comitán, Chiapas; en uso de sus facultades y atribuciones el 24 de 
mayo del 2007, realizó una supervisión al Transporte Público en la 
localidad de Villa (sic) de las Rosas, Chiapas. El objeto fundamental 
del mismo, era  DETECTAR IRREGULARIDADES EN  LA PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE. Y como consecuencia de estas 
irregularidades, canalizar a las autoridades competentes a las 
personas que se encontraban en ese supuesto y aplicar las sanciones 
establecidas en los artículos 77, 78 y 80 de La Ley de Transportes del 
Estado de Chiapas, en concordancia con el artículo 282 del 
Reglamento General de la ley en cita. 
 
2.- En la supervisión en comento, se levantó Acta de Supervisión, con 
apoyo en los artículos 75 y 78, de la Ley de Transporte del Estado de 
Chiapas, en la cual se hizo constar que V1, se encontraba prestando 
en forma irregular el servicio público de transporte en la modalidad de 
TAXI, con un vehículo marca Nissan, tipo Tsuru, modelo 1993, con 
placas de circulación DMT6327, con dos pasajeros a bordo, a quienes 
les cobraba la cantidad de $40.00 pesos, sin poder acreditar ni exhibir 
documento o concesión alguna que le permitiera prestar dicho 
servicio público de transporte; es decir, de manera totalmente 
irregular prestaban el servicio público de transporte. 
 
No omito manifestarle que independientemente de las sanciones 
administrativas a las que pudiera hacerse acreedor V1, incurrió 
además en el delito de FRAUDE ESPECÍFICO, previsto y sancionado por 
los artículos 302, 303 fracción I y 304 fracción XVIII, del Código Penal 
Vigente en el Estado de Chiapas. 
 
3.- Por ende el personal operativo procedió a poner a disposición del 
Ministerio Público el vehículo con que se prestaba el servicio público 
en forma irregular; más nunca detuvo al señor V1. Derivado de lo 
anterior el Representante Regional en Comitán, Chiapas, presentó el 
29 de mayo del presente año (2007), formal querella en contra de V1, 
por el delito de FRAUDE ESPECÍFICO y los que resulten, en agravio del 
GOBIERNO DEL ESTADO DE CHIAPAS... 
 
En el oficio en comento es muy preciso el Fiscal competente al 
determinar: "DEJANDO A SALVO LA INFRACCIÓN A LA QUE SE HAYA 
HECHO ACREEDOR"; no es verdad que se le niegue por el 
Representante Regional la entrega del vehículo, sino que es necesario 
que HAGA PAGO de la multa a la que se hizo acreedor  por prestar el 
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servicio público de transporte, en su modalidad de taxi sin contar con 
la concesión correspondiente... "  

 
4.- A las 09:52 horas del día 08 de noviembre del 2007, compareció ante 
este organismo V2, a quien se le da a conocer el contenido del informe 
rendido por la autoridad responsable, y al respecto MANIFIESTÓ: 

 
"... el informe rendido por la autoridad es una forma de eludir sus 
responsabilidades, puesto que ellos manifiestan que mi hijo llevaba 
mi automóvil en modalidad de taxi, cobrando la cantidad de $40.00 
pesos a dos personas que llevaba como pasajeros; dicho que es 
falso puesto que mi hijo no llevaba a nadie, él se encontraba solo en 
el vehículo, y según refiere mi hijo V1, de los hechos se dieron cuenta 
T1, quien me avisó de lo sucedido y T2, quien pasaba por el lugar 
cuando sucedieron los hechos; asimismo solicito se escuche el 
testimonio de mi hijo, para que ratifique la queja, y me comprometo 
a presentar a todos el día 07 de diciembre del año en curso (2007).  
 
También quiero agregar que cuando el MINISTERIO PÚBLICO 
determinó que yo podía recoger mi vehículo, AG3, Delegado de 
Transportes, me manifestó que con gusto me daría mi vehículo, pero 
si yo le pagaba la cantidad de $9,000 pesos, refiriéndole que por qué 
me cobraría tal cantidad si el Ministerio Público no encontró 
elementos para acreditar el delito que le imputan a mi hijo; me dijo 
que lo dejaría entonces en $4,700 pesos, que era lo único que le 
podía bajar, siendo esto una arbitrariedad, además que en el acta 
que levantaron nunca mencionan los nombres de las supuestas 
personas que mi hijo llevaba, además, como es posible que el 
Delegado de Transportes, me está bajando la supuesta multa a la 
mitad, por lo que hasta la fecha no tengo mi vehículo, 
encontrándose este en el corralón.  
 
Quiero aclarar que mi hijo sí fue detenido por los representantes de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes de Comitán, con el 
vehículo, en las afueras de Las Rosas, trasladándolo a la ciudad de 
Comitán de Domínguez, sin permitir que pudiese llamar a un familiar 
o conocido para que notificara los hechos, deteniéndolo a las 11:30 
horas y permitiéndole que mi hijo se pudiera retirar a las 13:30 
horas...”  

 
5.- El día 07 de diciembre del 2007, compareció ante este Organismo V1, 
quien dijo ser soltero y tener 18 años de edad, y MANIFIESTÓ: 
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"En este acto hago mía la queja presentada por V2, ya que los hechos 
ocurrieron tal y como él los manifestó, porque yo se los dí a conocer, y 
señalo como responsables de las violaciones a mis derechos humanos 
y los de V2, a los servidores públicos AG3,  AG1 y AG2; el primero 
Delegado de la Secretaría de Transportes del Estado, en la ciudad de 
Comitán de Domínguez, Chiapas, y los dos últimos dependientes de la 
misma Secretaría, quienes sin causa justificada me detuvieron junto 
con el vehículo propiedad de mi papá, el día 24 del presente año 
(2007) como a las 11:30 horas a las afueras de la población de Las 
Rosas, y ahora el Delegado de la Secretaría de Transportes de 
Comitán, Chiapas, se niega a devolver el vehículo, a pesar de que el 
Ministerio Público determinó que no hay elementos para acreditar que 
yo estuviera realizando el servicio público de taxi..."         

 
6.- El día 07 de diciembre del 2007, compareció ante este Organismo T1, 
quien se identifica con original de su credencial de elector, y sobre los 
hechos motivo de la queja DECLARÓ:  

 
“El 24 de mayo del presente año (2007), como a las 11:30 horas me 
dirigía yo a mi trabajo de obrero al ingenio Pujiltic, y en el momento 
que me iba a subir a la micro me di cuenta que detuvieron al 
muchacho V1 junto con su carro, y como somos compañeros de 
trabajo le pregunté por qué lo detuvieron, y él me dijo que su papá 
lo mandó a hacer un mandado, y ya no me dijo más porque yo le fui 
a avisar a su papá; que en ese momento lo llevaron los hombres que 
bajaron de un vocho blanco, y que parece que eran de la 
Secretaría de Transportes; que al momento que lo detuvieron iba solo 
en su carro..."  
 

7.- El día 07 de diciembre de 2007, compareció ante este Organismo T2, 
quien se identifica con credencial de elector, y sobre los hechos motivo de 
la queja DECLARÓ: 

 
"El día 24 de mayo del 2007, a las 11:30 horas, yo venía de trabajar 
del campo en mi bicicleta, cuando vi dos personas que le hablaron 
a V1, y yo seguí mi camino, y luego volteé  a mirar por el espejo de 
mi bicicleta y me di cuenta que lo subieron al carro del V1, pero en 
su carro no llevaba pasaje, sólo él iba manejando; quiero agregar 
que V1 no maneja carro constantemente, sólo por alguna 
necesidad o urgencia, él no es chofer de planta...”   
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8.- El día 10 de enero de 2008, compareció ante este Organismo V2, para 
efectos de manifestar que hasta esa fecha la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes no le había querido liberar su vehículo, 
respecto del cual el ministerio público ya había ordenado la liberación del 
corralón.   
 
9.- En oficio ST/UAJ/052/2008, de fecha 26 de marzo de 2008, el Jefe de la 
Unidad de Apoyo Jurídico de la Secretaría de Transportes del Estado, 
remite fotocopia certificada de la Tarjeta Informativa de fecha 24 de mayo 
de 2007, que AG3, Representante Regional de Transportes Zona III 
Fronteriza, dirige al Secretario de Comunicaciones y Transportes, en los 
siguientes términos:  

 
“Por este conducto hago de su conocimiento, que el día de hoy, 
alrededor de las 08:30 horas, se realizó el operativo correspondiente 
en el municipio de Las Rosas, en el que se contó con el apoyo del 
personal de la Delegación de Tránsito del Estado del municipio en 
mención y los supervisores de esta representación, efectuándose la 
detención de la siguiente unidad: marca Nissan, tipo Tsuru, modelo 
1993, placas DMT6327, serie 3BAMB1341607, por prestar el servicio 
público de manera irregular, (pirata), cobrando la cantidad de 
$40.00...”  

 
10.- En fecha 07 de enero de 2009, personal fedatario de este Organismo 
se constituyó en la Fiscalía del Ministerio Público de Las Rosas, para efecto 
de indagar el estado que guardaba la Averiguación Previa AL94/610/2007, 
informando el titular, que se encontraba escrito de promoción de fecha 08 
de septiembre de 2008, del Jefe de la Unidad Apoyo Jurídico de la 
Secretaría de Transportes, en el que solicita se extraiga la averiguación de 
la reserva y se gire oficio de investigación; manifestando el Fiscal que no se 
había ratificado la promoción; y por lo tanto, acordaría citar al 
promovente y expediría oficio de investigación para evitar cualquier 
laguna en el procedimiento; y de no mostrar interés jurídico el promovente, 
se determinaría igualmente conforme a derecho la indagatoria.”  
 
11.- El día 16 de enero de 2009, compareció ante este Organismo el señor 
V2, quien en lo que interesa, manifestó:  

 
“…que hasta la presente fecha su vehículo sigue detenido desde el 
día 24 de mayo del año 2007, por personal de la Secretaría de 
Transportes del Estado, haciendo caso omiso al acuerdo signado por 
el Fiscal del Ministerio Público de Las Rosas, Chiapas, con número de 
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oficio FMPLR/308/2007 de fecha 31 de agosto de 2007, en el que 
determina la devolución de la unidad automotriz de mi propiedad en 
calidad de DEPÓSITO toda vez que la averiguación previa respectiva 
se mandó a reserva, pues no se acredita el delito imputado... que a 
AG3, Representante Regional Zona Fronteriza de la Secretaría de 
Transportes, se le giró oficio de notificación número 321/2007, de 
fecha 7 de septiembre de 2007, del envío a reserva de esta 
averiguación y se le concede el plazo legal para que manifieste lo 
que a derecho corresponda, manifestándome el responsable de esta 
Secretaría que tenía 15 días para aportar más pruebas, por lo que no 
me entregaría mi automóvil.  
 
Ante esto esperé 20 días más, a partir de la fecha del acuerdo de la 
autoridad ministerial, regresando los primeros días del mes de octubre, 
entrevistándome con el responsable Regional  Zona Fronteriza de la 
Secretaría de Transportes del Estado, solicitándole de nueva cuenta la 
devolución del vehículo de  mi propiedad, a lo que este servidor me 
manifestó que con tal de ayudarme le entregara cierta cantidad de 
dinero para que me hiciera la entrega de mi automóvil, por lo que 
acudí a la Comisión de los Derechos Humanos... indicándome... 
pidiera yo el recibo oficial de pago con el concepto de cobro, la 
cantidad y demás requisitos legales de dicho documento, por tanto 
regresé con el Representante Regional de esa dependencia... 
manifestándome que no me tenía por qué entregar ningún recibo; 
ante esto acudí a la Fiscalía de Las Rosas para enterarle que el 
Representante Regional me exigía $5,000.00 pesos para devolverme 
mi automóvil sin entregarme ningún recibo, a lo que el Fiscal me dijo 
que eso ya no era competencia de él y que ya no podía intervenir...”    

  
12.- En oficio DPDHZA/0074/2009, del 18 de mayo del 2009, la Delegada de 
Derechos Humanos de la Fiscalía de Distrito Altos, remite diverso número 
262/2009, de fecha 15 de mayo del 2009, suscrito por la Fiscal del Ministerio 
Público de Las Rosas, Chiapas; quien adjunta copias certificadas del 
ACUERDO DE DETERMINACIÓN DEL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL 
POR FALTA DE ELEMENTOS, dictado en la Averiguación Previa 
AL94/0610/2007, en fecha 14 de mayo del 2009, en cuyos puntos de interés 
se transcribe lo siguiente: 

 
"... 18).- Con la ratificación de AG2, de fecha 03 de agosto del año 
2007, quien ratifica... deseo AGREGAR: Que en la hoja en la cual se 
pide el nombre de las personas que iban a bordo no se escribe 
nombre alguno en razón de que se negaron a proporcionar 
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información al suscrito, por lo que se procede a rayarse el cuadro en 
el cual se piden los nombres, la dirección e identificación de los 
pasajeros... y que al momento de la detención de la unidad se nos 
hizo acompañar con el ciudadano de Tránsito y sus dos agentes de 
éste, quienes únicamente fueron en apoyo y por esa razón no firman 
el acta de supervisión e inspección... Acto seguido el suscrito Fiscal 
Investigador procede a formular preguntas al declarante, siendo la 
PRIMERA: Que diga el declarante la fecha, hora y lugar, del llenado 
del Acta de Supervisión e Inspección número 00008, respuesta: Que 
me reservo el derecho de responder a la pregunta anterior y que lo 
haré en su momento oportuno... con mi asesor jurídico... 
 
19).- Con la ratificación de AG1, de fecha 03 de agosto del año 2007, 
quien ratifica... deseo AGREGAR: Que en la hoja en la cual se pide el 
nombre de las personas que iban a bordo no se escribe nombre 
alguno en razón de que se negaron a proporcionar información al 
suscrito, por lo que se procede a rayarse el cuadro en el cual se piden 
los nombres, la dirección e identificación de los pasajeros... y que al 
momento de la detención de la unidad se nos hizo acompañar con el 
ciudadano de Tránsito y sus dos agentes de éste, quienes únicamente 
fueron en apoyo y por esa razón no firman el acta de supervisión e 
inspección... Acto seguido el suscrito Fiscal Investigador procede a 
formular preguntas al declarante, siendo la PRIMERA: Que diga el 
declarante la fecha, hora y lugar, del llenado del Acta de Supervisión 
e Inspección número 00008, respuesta: Que me reservo el derecho de 
responder a la pregunta anterior y que lo haré en su momento 
oportuno... con mi asesor jurídico... 
 
28).- Con el acuerdo del 31 de agosto del año 2007, donde el suscrito 
acuerda que del estudio y análisis de todas y cada una de las 
constancias ministeriales que obran en la presente averiguación 
previa en la que se actúa y tomando en consideración que el C. V2, 
ha comparecido a esta autoridad a efectos de solicitar que le sea 
devuelto el vehículo marca Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de 
serie 3BAMB 13-41607, motor E16624163M, placas de circulación DTM-
6327, así como también tomándose en consideración que analizadas 
que han sido todas y cada una de las diligencias ministeriales que 
integran la presente indagatoria en que se actúa, se desprende que 
el vehículo antes mencionado fue asegurado por personal de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Dirección de Registro y 
Control del Transporte, Departamento de Supervisión a cargo de AG1 
en su calidad de INSPECTOR y de AG2 en su calidad de testigo, en el 
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momento en que se encontraba realizando un operativo dentro de la 
ciudad de Las Rosas, Chiapas, con apoyo de la Delegación de 
Tránsito y Vialidad 
acuerdo al ACTA DE SUPERVISIÓN E INSPECCIÓN 
fecha 24 de mayo del año 2007, se encontraba prestando el servicio 
público de alquiler en su modalidad de 
cual fue detenida dicha unidad vehicular y puest
esta autoridad ministerial; por lo que se desprende que al estudiar de 
manera minuciosa el 
0008, de fecha 24 de mayo del año 2007, se observa que 
calidad de inspector de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, es omiso al no mencionar los nombres, direcciones e 
identificación de las personas que viajaban en dicho vehículo en 
calidad de pasajeros con los cuales ésta Fiscalía investigadora estar
en condiciones de acreditar los elementos esenciales que integran el 
delito de Fraude… y los cuales en el presente caso que nos ocupa no 
se advierten; no obstante de que esta 
comparecer para la ratificación de dicha 
INSPECCIÓN a las personas que la suscribieron, más dicha diligencia 
en nada apoyó para poder acreditar el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad del hoy indiciado;
observarse el oficio número DTE/057/2007, de fec
2007, suscrito y dirigido a esta 
Delegado de Tránsito y Vialidad de esta ciudad,
remite informe que a la letra dice: 
NÚMERO AMPLR/00301/2007, DE FECHA 27 DE AG
PERMITO INFORMAR A USTED LO SIGUIENTE: 
DETENCIÓN FUE ASEGURADO ÚNICAMENTE EL VEHÍCULO Y EL 
CONDUCTOR POR LOS SUPERVISORES DE TRANSPORTE ESTATAL
AG1, CON EL APOYO DE ELEMENTOS DE TRÁNSITO DEL ESTADO Y EL 
DELEGADO; informe el anterior que deja más 
momento de la detención del vehículo de referencia, este no se 
encontraba prestando el 
esta Representación Social considera que no se encuentran reunidos
los requisitos del artículo 16 de la Constitución General de la República 
para poder ejercitar acción penal en contra de 
consiguiente, se considera que es procedente realizar la devolución 
del vehículo antes mencionado en calidad de 
V2, mismo que ha acreditado de manera fehaciente la propiedad de 
dicho bien mueble...
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para poder ejercitar acción penal en contra de V1
consiguiente, se considera que es procedente realizar la devolución 
del vehículo antes mencionado en calidad de DEPÓSITO 
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31).- Con la constancia de fecha 31 de agosto del año 2007, donde 
se hace constar: Que en este acto se hace entrega a V2, del oficio 
FMPLR/000308/2007, en el que se ordena la devolución del vehículo 
marca Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de serie 3BMB13-41607, 
motor E16624163M, cuyas características obran agregadas en autos, 
firmando al margen de la presente diligencia de recibido y 
conformidad…” 
 
De las pruebas anteriormente relatadas, debidamente adminiculadas 
entre sí, en su orden lógico, jurídico y natural… se llega al 
conocimiento que se actualiza en la presente indagatoria en estudio, 
la hipótesis establecida en la fracción I, del artículo 85 de la Ley 
Orgánica del Ministerio de Justicia del Estado (Si los hechos de que 
conozca no sean constitutivos de delito)... los elementos esenciales 
que integran el delito de FRAUDE, como son A).- A QUIEN 
ENGAÑANDO A ALGUIEN O APROVECHÁNDOSE DEL ERROR EN QUE SE 
ENCUENTRA. B).- OBTENGA ILÍCITAMENTE UNA COSA O ALCANCE UN 
LUCRO INDEBIDO, que el conductor y/o el propietario pudiera estar 
realizando en agravio de LA SOCIEDAD y de los cuales en el presente 
caso que nos ocupa NO se advierten; no obstante de que esta 
Representación Social ordenó comparecer para la ratificación de 
dicha ACTA DE SUPERVISIÓN E INSPECCIÓN a las personas que la 
suscribieron, más dicha diligencia en nada apoyó para poder 
acreditar el cuerpo del delito, tal y como lo advierte al artículo 302 del 
Código Penal vigente en la época de los hechos...   
RESUELVE, 
PRIMERO: Se formula la presente propuesta de NO EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PENAL, por el delito de FRAUDE, previsto y sancionado por el 
artículo 302 del Código Penal vigente en la época en que 
acontecieron los hechos, por los argumentos jurídicos esgrimidos con 
antelación…”   

 
13.- Mediante oficio número VGSCR/0133/2010, de 29 de enero de 2010, 
este Organismo solicitó al Representante Regional Zona Fronteriza de la 
Subsecretaría de Transportes en la ciudad de Comitán, Chiapas, informara 
sobre el estado que guarda el Expediente Administrativo que en su caso se 
hubiese iniciado en contra de V1, derivado del ACTA DE INSPECCIÓN Y  
SUPERVISIÓN de fecha 24 de mayo de 2007, de la que se desprende que 
presuntamente prestaba el servicio público de pasaje en la modalidad de 
taxi, en el vehículo marca Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de serie 
3BAMB 13-41607, motor E16624163M, placas de circulación DTM-6327, 
Tarjeta de Circulación N° 52866117. Informe que no fue rendido por la 
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autoridad, a pesar de haber recibido el citado oficio vía fax en la misma 
fecha, y a través del Servicio Postal Mexicano en fecha 1° de marzo del 
2010.  
 
14.- Mediante oficio número VGSCR/0792/2010, de fecha 19 de julio del 
2010, recibido el día 21 de los mismos, se emitió la Propuesta Conciliatoria 
Número CDH/0041/2010-C, al C. Secretario de Transportes en el Estado; 
solicitándole, PRIMERO, el inicio, trámite y determinación de procedimiento 
administrativo de investigación en contra de AG1 y AG2, servidores 
públicos adscritos en su momento a la Delegación de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, en Comitán, Chiapas; y de encontrarles 
responsabilidad por su actuación irregular, se les impusieran las sanciones 
correspondientes. Y  SEGUNDO, que se devolviera a V2, el multicitado 
vehículo de su propiedad, sin costo económico alguno. Propuesta 
Conciliatoria, respecto de la cual no obra constancia alguna de que la 
autoridad hubiera aceptado.    
 
15.- En fecha 19 de octubre del 2012, se notificó tanto al quejoso V2, como 
a la autoridad responsable, C. SECRETARIO DE TRANSPORTES DEL ESTADO, la 
reapertura del expediente de queja.   

 
16.- El día 08 de julio de 2013, a las 15:30 horas, personal fedatario de este 
Organismo se constituyó en la Unidad Jurídica de la Secretaría de 
Transportes del Estado, entrevistándose con el Encargado del Área de 
Convenios y Contratos de dicha Secretaría, a quien se le proporciona una 
copia de la Propuesta Conciliatoria número CDH/0041/2010-C; solicitando 
se le otorgue un plazo de 20 días hábiles para dar respuesta sobre el 
particular.  

 
17.- En oficio ST/UAJ/ACC/438/2013, de fecha 19 de julio de 2013, el Jefe 
de la Unidad de Apoyo Jurídico de la Secretaria de Transportes, manifiesta 
a este Organismo que solicitó informe al actual Representante Regional 
Zona Fronteriza, de la citada Secretaría, en la ciudad de Comitán de 
Domínguez, Chiapas; quien mediante oficio RRZF/0048/2013 de fecha 16 
de julio del 2013, informa que "con fecha 24 veinticuatro de mayo del 2007, 
se efectuó la detención de la Unidad marca Nissan, tipo Tsuru, modelo 
1993, placas de circulación DMT6327, número de serie 3BAMB1341607, 
mismo que se turnó al Ministerio Público quedando bajo la Averiguación 
Previa AL94/610/2007 y posteriormente se turnó al Jefe de la Unidad de 
Apoyo Jurídico de ese entonces; no omito manifestarle que no tenemos 
mayor información derivado que en la toma de oficinas de fecha 15 de 
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junio del 2010, integrantes de varias organizaciones ocasionaron destrozos 
rompiendo parte de los archivos…”  
 
18.- El día 28 de noviembre de 2013, se notificó a V2, el informe rendido en 
oficio ST/UAJ/ACC/438/2013, de fecha 19 de julio del 2013, por el Jefe de la 
Unidad de Apoyo Jurídico de la Secretaría de Transportes del Estado; por lo 
que el quejoso, una vez enterado de su contenido, manifestó que la 
autoridad responsable, a la fecha mantiene su vehículo en el corralón de 
“Servicio de Grúas Castillo”, en la ciudad de Comitán de Domínguez, 
Chiapas.  
 
19.- El día 26 de mayo del 2014, a las 12:45 horas, compareció ante este 
Organismo V2, quien manifestó que su vehículo aún se encontraba 
detenido en el corralón de Grúas Castillo de la ciudad de Comitán de 
Domínguez, Chiapas.  
 
20.- El día 29 de abril del 2015, a las 09:39 horas, compareció ante este 
Organismo el quejoso V2, quien exhibe originales dejando copias simples 
de los siguientes documentos: Factura original N° 825, de Ginza 
Automotores, S.A. de C.V., del multicitado vehículo, observándose en la 
parte posterior endoso a favor del señor V2; contrato de Compra-Venta 
original del citado vehículo, de fecha 06 de marzo 2007, en que aparece 
como comprador V2; copia al carbón de la hoja de ingreso  del vehículo 
al servicio de grúas “Castillo”, de fecha 24/05/2007; Boleta de Infracción 
folio 0885, de fecha 24/07/07, signada por AG1, y en la parte posterior, 
tiene la leyenda “por error involuntario de la fecha, debe decir 24/05/07 y 
firma”; oficio original número FMPLR/000308/2007, de fecha 31 de agosto 
2007, signado por el Fiscal del Ministerio Público de Las Rosas, Chiapas, 
dirigido al encargado de Grúas Castillo; copia simple de oficio 
000321/2007, de fecha 07 de septiembre de 2007, signado por el Fiscal del 
Ministerio Público de Las Rosas, Chiapas, dirigido al Representante Regional 
Zona Fronteriza, de la Secretaría de Transportes.  
 
21.- El día 12 de julio de 2017, a las 15:38 horas, compareció ante este 
Organismo V2, quien manifestó que fue y sigue siendo víctima de 
servidores públicos de la entonces Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, ahora Secretaría de Transportes; ya que tiene más de 10 años 
solicitando la reparación del daño. 
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III.- SITUACIÓN JURÍDICA. 
 
22.- El día 24 de mayo de 2007, en las proximidades de la ciudad de Las 
Rosas, Chiapas, los Agentes Supervisores de la entonces Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes de la Zona Fronteriza de Comitán, Chiapas; 
AG1 y AG2, detuvieron a V1, quien conducía la unidad del servicio 
particular marca Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de serie 3BAMB 13-
41607, motor E16624163M, placas de circulación DTM-6327, Tarjeta de 
Circulación N° 52866117; le quitaron las llaves del vehículo para su revisión, 
luego AG1,  puso en marcha el vehículo llevándolo directamente al 
depósito de “Grúas Carrillo” de la ciudad de Comitán de Domínguez, 
Chiapas. 
 
23.- Después de que AG1 dejó el vehículo en el citado depósito, V1 fue 
trasladado a la oficina de la Delegación de Transportes en aquella ciudad, 
donde le hicieran firmar documentos en blanco, como son el Acta Número 
00008 y la Boleta de Infracción con folio N° 885, ambos documentos de 
fecha 24 de mayo del 2007, amenazándolo de que si no lo hacía lo 
meterían a la cárcel.  
 
24.- El Delegado de Comunicaciones y Transportes, con sede en Comitán 
de Domínguez, Chiapas, AG3; por escrito de fecha 29 de mayo del 2007, 
se querelló en contra de V1, por el delito de fraude, iniciándose la 
Averiguación Previa N°  AL38/00610/2007, en la que una vez determinada 
la misma, no se ejercitó acción penal, al no reunirse las exigencias del 
artículo 16 constitucional; puesto que no se acreditó que con el citado 
vehículo se prestara el servicio de transporte público en su modalidad de 
TAXI, por lo que el Fiscal del Ministerio Público ordenó la devolución del 
vehículo, mediante oficio N° FMPLR/000308/2007 de fecha 31 de agosto 
del 2007, sin que AG3, entonces Delgado de Transportes en la ciudad de 
Comitán de Domínguez, hiciera entrega o permitiera la devolución del 
vehículo; al contrario, exigió a V1, pagar una multa de $4,700.00, además 
del pago del corralón. 
 
25.- Así pues, si en la vía penal la entonces Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes no acreditó que V1 prestara el servicio de transporte público 
en su modalidad de TAXI a través del citado vehículo, sin tener la 
concesión correspondiente, con dicha denuncia violentó las garantías de 
legalidad y seguridad jurídica de aquél; y devino arbitraria la multa que se 
impusiera, al violentarse en agravio tanto de V1 como de V2, las garantías 
de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 
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constitucionales, puesto que la misma no fue debidamente fundada y 
motivada.  
 
26.- No han cesado a la fecha aquellas violaciones de tracto sucesivo, 
puesto que la autoridad responsable, Secretaría de Transportes, no 
acreditó en su oportunidad que hubiera regresado a su propietario el 
citado vehículo, como para efectos de hacer cesar las violaciones 
denunciadas; y al día de hoy tampoco ha acreditado ante este 
Organismo, que se le hubiera hecho una reparación integral por las 
violaciones acreditadas, provocadas por la actuación ilegal, irrazonable e 
injusta de sus servidores públicos.   
 
IV.- OBSERVACIONES. 
 
27.- Del análisis lógico jurídico de los hechos y evidencias que integran el 
expediente de queja, se desprenden diversos elementos probatorios, que 
al ser valorados en su conjunto de acuerdo a los principios de la lógica, de 
la experiencia y de la legalidad,  como lo exige el artículo 63 de la Ley de 
la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, este Organismo considera 
que, como lo refieren los quejosos y agraviados V1 y V2;  sí se cometieron 
violaciones a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, en su agravio, 
contenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales, por parte de servidores 
públicos de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, hoy 
Secretaría de Transportes; consistentes tales violaciones, en primer lugar, en 
la detención ilegal y arbitraria de V1; y en segundo lugar la negativa a 
dejar sin efectos el Acta de Supervisión e Inspección con número de folio 
00008 y Boleta de Infracción con número de folio 0885, ambas de fecha 24 
de mayo del 2007, puesto que no se acreditó que el citado vehículo fuera 
instrumento para prestar el servicio de transporte público en su modalidad 
de TAXI sin tener la concesión correspondiente, y haber hecho la 
devolución del mismo a V2.    
 
28.- Ello es así, puesto que la autoridad responsable, es decir AG1 y AG2, 
Agentes Supervisores de la entonces Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, hoy Secretaría de Transportes; al momento de practicar la 
inspección del vehículo conducido por V1, según Acta de Supervisión e 
Inspección de fecha 24 de mayo de 2007, aseguran que V1, se 
encontraba prestando el servicio de transporte público en su modalidad 
de taxi en la ruta de Las Rosas, sin contar con la concesión  
correspondiente, cobrando la cantidad de $40.00 pesos por persona, con 
dos pasajeros a bordo. Lo anterior es afirmado por los propios Agentes 
Supervisores; sin embargo, ni con el Acta de Supervisión e Inspección, la 
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Boleta de Infracción y el recibo de la empresa Grúas Castillo, se corrobora 
la supuesta falta administrativa cometida por V1, como para haberse 
hecho acreedor a la multa que se le impuso.  

 
29.- Del simple análisis del Acta de Supervisión e Inspección, se observa 
que no se cumplió con el requisito que señala el artículos 121 fracción V del 
Reglamento General de la Ley de Transportes del Estado de Chiapas, 
vigente en la época de los hechos, puesto que no se permitió a V1 
designar a sus testigos; lo que se corroboró posteriormente con los testigos 
presenciales de los hechos, T1 Y T2, quienes manifestaron ante este 
Organismo que al ser detenido por los Agentes Supervisores transitaba solo 
en el vehículo. Además de que en el Acta de Supervisión e Inspección así 
como en el informe de la autoridad, jamás se señalaron los nombres de los 
supuestos pasajeros, ni mucho menos obra declaración de estos de que 
estuvieran pagando cuarenta pesos de pasaje, como tampoco algún otro 
dato mínimo de identificación que diera certidumbre jurídica a los actos 
administrativos que los Agentes Supervisores en cumplimiento de sus 
funciones pretendieron hacer valer. Por lo tanto, al no acreditarse que 
llevara pasajeros a bordo, bajo previo acuerdo verbal de la prestación de 
servicio de transportación, tampoco se acredita que prestara el servicio 
público de taxi, sin tener concesión alguna; de lo que necesariamente se 
colige que la infracción impuesta tampoco tiene asidero jurídico alguno.      

 
30.- También se observa otra irregularidad en el Acta de Supervisión e 
Inspección; en el punto referente a que se le concede al presunto infractor 
el uso de la palabra, es decir a V1, pero dicho espacio sólo se llenó con 
rayas, sin especificar lo que hubiera manifestado o si se reservó efectuar 
manifestación alguna, violando con ello la autoridad responsable la 
garantía del debido proceso contenida en el artículo 14 constitucional. 
Asimismo, los Agentes Supervisores, al emitir la Boleta de Infracción, en el 
apartado de observaciones, se refieren al presunto infractor V1 en forma 
despectiva y discriminatoria, con la palabra “PIRATA”, denotando su falta 
de profesionalismo y de respeto hacia el ciudadano, ya que lo pudieron 
haber señalado como presunto infractor por “prestar servicio público de 
transporte sin concesión”, como lo establecen la ley y el reglamento 
correspondientes.  
 
31.- Por otra parte los Agentes Supervisores niegan que el conductor del 
vehículo V1 haya sido detenido en el momento de la inspección, lo cual 
no concuerda con lo manifestado por el entonces Delegado de Tránsito 
del Estado en la ciudad de Las Rosas, Chiapas, de fecha 30 de agosto del 
2007, quien en su oficio número DTE/057/2007 dirigido al Fiscal del Ministerio 
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Público de Villa Las Rosas, refiere que “… al momento de la detención fue 
asegurado únicamente el vehículo y el conductor...” Lo que también 
corroboraron ante este Organismo los testigos T1 y T2, y con lo que se 
acredita la detención ilegal de V1, puesto que no mediaron las 
excepciones de flagrancia o urgencia en su detención, como lo 
señalaban los párrafos cuarto y quinto del artículo 16 constitucional, en la 
época de los hechos; tipificándose en su momento el delito de privación 
ilegal de la libertad contenido en el artículo 211 del Código Penal para el 
Estado de Chiapas, vigente en la época de los hechos, cuya prescripción 
lo era de tres años conforme al numeral 140 del mismo Código.      

  
32.- A mayor abundamiento, con fecha 29 de mayo de 2007, el 
Representante Regional Zona Fronteriza de la entonces Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, en la ciudad de Comitán de Domínguez, 
Chiapas, presentó formal querella  ante el Fiscal del Ministerio Público, en 
contra de V1, por el delito de fraude, iniciándose la Averiguación Previa N° 
AL94/00610/2007, cuya integración estuvo a cargo del Representante 
Social de Las Rosas, Chiapas, quien por acuerdo de fecha 31 de agosto de 
2007, determinó que AG1, en su calidad de Inspector de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, fue omiso al no mencionar los nombres, 
dirección e identificación de las personas que viajaban en dicho vehículo 
en calidad de pasajeros, con los cuales dicha Fiscalía estaría en 
condiciones de acreditar los elementos esenciales que integran el delito 
de Fraude, quedando demostrado que no existió delito, y obviamente, 
tampoco infracción reglamentaria  alguna. 

 
33.- Aunado a lo anterior, el Fiscal del Ministerio Público hacer referencia al 
oficio número  DTE/057/2007, de fecha 30 de agosto de 2007, dirigido a él y 
firmado por el Delegado de Tránsito del Estado en Las Rosas, en el que 
textualmente refiere “... que en el momento de la detención fue 
asegurado únicamente el vehículo y el conductor por los supervisores de 
transporte estatal AG1 y AG2, con el apoyo de los elementos de Tránsito 
del Estado y el Delegado...” Dejando en claro que ni aún la Delegación de 
Tránsito del Estado, refirió en su informe que se encontraran pasajeros a 
bordo del vehículo. El Fiscal del Ministerio Público señala que al momento 
de la detención del vehículo de referencia, este no se encontraba 
prestando el servicio público de alquiler en su modalidad de “taxi”, por lo 
tanto esa Representación Social consideró que no se encontraban 
reunidos los requisitos del artículo 16 Constitucional para poder ejercitar 
acción penal en contra de V1, por lo que consideró procedente realizar la 
devolución del vehículo antes mencionado, a V2, propietario legítimo del 
mismo; sin embargo, el Representante Regional Zona Fronteriza de la 
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entonces Secretaría de Comunicaciones y  Transportes en  Comitán de 
Domínguez, Chiapas,  impuso al mismo pagar la multa y el encierro en el 
“corralón de Grúas Castillo”, aún cuando no fue acreditado el delito de 
fraude por el Fiscal del Ministerio Público, ni por lo tanto la presunta 
infracción impuesta por los propios Agentes Inspectores. 
 
34.- Después de practicar otras diligencias, a petición de la autoridad 
responsable, el Fiscal del Ministerio Público de Las Rosas, Chiapas, 
mediante acuerdo de fecha  14 de mayo de 2009, de nueva cuenta 
determinó el no ejercicio de la acción penal, al no acreditarse las 
exigencias del artículo 16 del Pacto Federal, en relación con lo establecido 
en los artículos 124 y 126 del Código de Procedimientos Penales en vigor 
para el Estado de Chiapas, pues no surge a la luz de las disposiciones 
invocadas, el cuerpo del delito ni la probable responsabilidad del 
indiciado V1. Conclusión acertada del Representante Social, pues para 
poder ejercitar acción penal en contra de cualquier ciudadano, la 
conducta que este despliegue, debe encuadrar o quedar debidamente 
subsumida en el tipo penal que se pretende imputar al indiciado, lo que no 
sucedió en el presente caso.  
 
35.- En tales circunstancias, V2, propietario del vehículo marca Nissan, 
modelo 1993, placas DMT6327, serie 3BAMB1341607, no tiene por qué 
pagar multa alguna ni pensión por el encierro en el corralón de Grúas 
Castillo en la ciudad de Comitán, Chiapas, habida cuenta de que el 
supuesto servicio público en su modalidad de taxi que la autoridad 
pretendía comprobar que prestaba el señor V1, y con cuya conducta 
quiso establecer el delito de fraude que se le trató de imputar, jamás fue 
acreditado en la Averiguación Previa AL94/00610/2007, según 
determinación del Fiscal del Ministerio Público; y consecuentemente, al no 
acreditarse el injusto que se le reprocha, tampoco existió la infracción 
administrativa contra la Ley de Transportes y su Reglamento, y 
consecuentemente, la autoridad responsable, ahora Secretaría de 
Transportes, debe dejar sin efectos tal infracción, como acto administrativo 
imperfecto, así como el pago de pensión de corralón y arrastre de 
conformidad con lo señalado en la fracción IV del artículo 133 del 
Reglamento General de la Ley de Transportes del Estado, vigente en la 
época de los hechos; puesto que a V2, con tal acto administrativo 
irregular, se le violentaron sus derechos de audiencia, legalidad y 
seguridad jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de  la Constitución 
Federal. 
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36.- La citada infracción administrativa es a todas luces inconstitucional y 
por ende violatoria de los derechos humanos, pues si bien es cierto, que el 
artículo 80 de la Ley del Transportes del Estado, señala las sanciones que 
pudieran aplicarse al que se sorprendiera prestando el servicio de 
transporte público sin la concesión respectiva, cierto es también que los 
artículos 120 y 121 del Reglamento General de la Ley de Transportes del 
Estado, vigente en la época de los hechos, preveían lo siguiente: Artículo 
121, “que en toda visita de supervisión en la que se encuentren 
irregularidades, se levantará acta de supervisión e inspección, en la que se 
hará constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se 
hubiesen presentado durante la diligencia,” así como  el derecho a 
manifestar del presunto infractor. Y el artículo 120, señala los datos que 
deben anotarse en el acta de supervisión e inspección, lo cual no sucedió 
en el presente caso, como quedó anotado en párrafos anteriores. Es decir, 
no se consideró que las infracciones administrativas tienen similitud con las 
infracciones penales, y que en materia administrativa debe regir también 
el principio de tipicidad, pues si alguna disposición administrativa 
establece que cierta conducta debe ser sancionada, la misma debe 
quedar subsumida en la hipótesis normativa  previamente establecida. 
 
37.- Al respecto, cabe citar la siguiente Tesis Aislada,  Novena Época;  
Registro 171438; Tribunales Colegiados de Circuito; Tomo XXVI, Septiembre 
de 2007; Materia Administrativa; Tesis: I.15o.A.83 A, Página:  2542:  

 
"INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. PUEDEN ESTAR REGULADAS 
EN REGLAMENTOS, SIN VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE  LEGALIDAD.  
Uno de los principios que regulan la materia penal es el de legalidad 
consistente en que todo acto de autoridad debe encontrarse fundado y 
motivado conforme a las leyes establecidas con anterioridad al hecho que 
se sanciona; principio que se subdivide en otros dos subprincipios, a saber: el 
de reserva de ley y el de tipicidad; el primero de estos se traduce en que 
determinadas cuestiones deben estar respaldadas por la ley o que ésta es el 
único instrumento idóneo para regular su funcionamiento; en tanto que el 
segundo se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa 
clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. 
De acuerdo con esas reflexiones, es patente que en materia administrativa 
sólo puede regir de manera plena el principio de tipicidad, pues si alguna 
disposición administrativa establece que debe sancionarse cierta infracción, 
la conducta perpetrada por el administrado debe encuadrar exactamente 
en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar 
ésta por analogía ni por mayoría de razón.” 
  

38.- También es de observarse la comparecencia del día 3 de agosto de 
2007, ante el Fiscal del Ministerio Público de AG1 y AG2, servidores públicos 
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de la Secretaría de  Comunicaciones y Transportes, que figuran en el Acta 
de Supervisión e Inspección del día 24 de mayo de 2007, ya que ambos 
manifiestan que los pasajeros que iban en el vehículo detenido se negaron 
a proporcionar información, lo cual resulta inverosímil, ya que en el espacio 
que según ellos, rayaron, debieron anotar esa circunstancia; pero 
tratándose de una manifestación posterior, carece de valor legal, en justo 
apego al principio de inmediatez según la siguientes Tesis Aislada de la 
Novena Época;  Registro 165938; Primera Sala; Tomo XXX, Noviembre de 
2009; Materia Constitucional, Penal; Tesis: 1a. CCVI/2009; Página: 411:  

 
"La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008) no contiene un mandato específico en cuanto al principio de 
inmediación; sin embargo, el análisis sobre su protección deriva de los 
postulados relativos a la garantía de audiencia. En ese sentido y tomando 
en cuenta que el artículo 145 del Código Federal de Procedimientos Penales 
permite la validez de todas aquellas diligencias practicadas con base en 
circunstancias que por su condición generalmente desaparecen con el 
tiempo, resulta evidente que no sólo no viola el principio de inmediación, 
sino que lo favorece en tanto que permite tener por válidas las actuaciones 
llevadas a cabo con inmediata posterioridad a la conducta materia de la 
acusación, es decir, hace posible que en el proceso se tomen en cuenta 
diligencias que, de hecho, guardan una correspondencia más fiel con lo 
efectivamente acaecido; de manera que la repetición no sólo resultaría 
ociosa, sino que desfavorecería la inmediación misma, por lo que el factor 
del tiempo es lo que motiva que el precepto legal citado autorice -prima 
facie- la validez de dichas actuaciones." 

 
39.- Es decir, de acuerdo con la tesis anterior, el principio de inmediación 
se refiere a la circunstancias de la presencia del juzgador en toda 
diligencia, y en cuanto a la inmediatez, se refiere a que una declaración 
tiene mayor valor probatorio si es vertida inmediatamente después de 
suscitados los hechos.  
 
40.- Los Agentes Supervisores también refieren, que el conductor aceptó 
los hechos al firmar el Acta de Supervisión e Inspección, lo cual resulta una 
falacia, pues dicha aceptación debe estar adminiculada por otros medios 
de convicción para establecer su veracidad, como serían los datos de los 
pasajeros que supuestamente iban a bordo, ya que sus testimonios 
representarían la parte medular de la infracción que la autoridad 
responsable pretendió acreditar; además de que tanto los testigos 
presenciales de los hechos T1 y T2, como el Delegado de Tránsito de Las 
Rosas, son coincidentes al manifestar que el día de los hechos fue detenido 
sólo V1 y el vehículo, más no pasajero alguno.   
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41.- Asimismo, los Agentes Supervisores, dicen ante el Fiscal del Ministerio 
Público, que los elementos de la Delegación de Tránsito del Estado, de  Las 
Rosas, Chiapas, no firmaron el Acta de Supervisión e Inspección, porque 
sólo fueron de apoyo, lo cual tampoco resulta verosímil, si tomamos en 
cuenta que si firmó como testigo un funcionario de la Secretaría de  
Comunicaciones y Transportes como lo es AG2, entonces por qué no lo 
harían los elementos de Tránsito, o en su caso, el Delegado de dicha 
corporación; circunstancia que nos hace presumir que el acta de 
referencia fue elaborada en la ciudad de Comitán de Domínguez, 
Chiapas, como lo refieren  los quejosos y agraviados. También deja mucho 
que desear, aún cuando estaban en su derecho, la negativa de los 
servidores públicos a responder a la pregunta formulada por el 
Representante Social, en el sentido de que manifestaran la fecha, hora y 
lugar, en que hubiesen llenado el formato del Acta de Supervisión e 
Inspección número 00008, según se puede observar en los puntos 18 y 19 
que constan en la determinación del Fiscal del Ministerio Público de la 
indagatoria ya mencionada.  
  
42.- Cabe destacar que en su oportunidad, este Organismo Protector de 
los Derechos Humanos, emitió la Propuesta Conciliatoria Número 
CDH/041/2010-C, al Secretario de Transportes, tendente a que la Autoridad 
Responsable hiciera cesar las violaciones a derechos humanos de los 
ahora quejosos y agraviados, a la cual no se dio respuesta sobre su 
aceptación o no aceptación, a pesar de que oportunamente la misma fue 
acusada de recibida el día 21 de julio de 2010 en la Secretaría de  
Transportes.  
 
43.- Tampoco pasa desapercibido lo señalado por el Jefe de la Unidad de 
Apoyo Jurídico de la Secretaría de Transportes, en su oficio 
ST/UAJ/ACC/438/2013, de fecha 19 de julio de 2013, en el que refiere lo 
siguiente: “…Se solicitó informes al actualmente Representante Regional 
Zona Fronteriza, de la ciudad de Comitán de Domínguez, Chiapas; quien  
mediante oficio número RRZF/0048/2013 de fecha 16 de julio de 2013, 
informa: que con fecha 24 de mayo 2007, se efectuó la detención de la 
Unidad marca Nissan, tipo Tsuru, modelo 1993, placas de circulación 
DMT327, número de serie 3BAMB1341607, mismo que se turnó al Ministerio 
Público quedando bajo la Averiguación Previa AL94/610/2007 y 
posteriormente se turnó al Jefe de la Unidad de Apoyo Jurídico, de ese 
entonces; no omito manifestarle que no tenemos mayor información 
derivado que en la toma de oficinas de fecha 15 de junio de 2010, 
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integrantes de varias organizaciones ocasionaron varios destrozos 
rompiendo parte de nuestros archivos…”  
 
44.- En dicho informe, el Delegado de Transportes de Comitán de 
Domínguez, Chiapas, también señala que el dueño de Grúas Castillo, le 
hizo saber que en el año 2009, se presentaron unas personas para recoger 
el vehículo descrito en este documento, y a quienes les dio los costos para 
que la unidad fuera liberada, pero que estas personas ya no regresaron.  
 
45.- Analizando dicho informe, llegamos al conocimiento de que, en primer 
lugar, el Delegado de Transportes (año 2013), al referir que no cuenta con 
archivos porque fueron destruidos, no ayuda en nada a desvirtuar la 
responsabilidad de esa Secretaría, pues independientemente de que los 
archivos hayan desaparecido, este Organismo cuenta con los elementos 
de convicción que acreditan la violación de los derechos humanos de los 
quejosos y agraviados. En segundo lugar, lo informado por el propietario de 
Grúas Castillo, carece de relevancia alguna para este Organismo, en 
cuanto a que en su contra no existe reproche alguno por parte de los 
quejosos y agraviados, en tanto que como empresa privada recibe los 
vehículos que diferentes autoridades ponen bajo su custodia, como en el 
presente caso, que servidores públicos de la entonces Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, así lo hicieron.  
 
46.- Y es aquí donde surge la responsabilidad para la autoridad que se 
investiga, pues los servidores públicos aludidos debieron de solicitar al 
Secretario de Transportes dejar sin efectos una Boleta de Infracción 
carente de fundamentación y motivación, además del debido proceso 
legal, o rescatar  a su costa el vehículo  custodiado, desde el momento en 
que el Fiscal del Ministerio Público ordena la liberación del mismo, pues si 
bien es cierto que el Fiscal mencionado señaló en su oficio en el que 
ordena la liberación del vehículo: “dejando a salvo la infracción a la que 
se haya hecho acreedor y el servicio prestado, respectivamente”; en 
primer lugar, dicho Fiscal se refería al caso de que hubiera alguna 
infracción, la cual no era posible aplicar en relación con el vehículo 
asegurado, habida cuenta que no se podía imponer sanción alguna por 
falta administrativa inexistente, como  se ha venido señalando a lo largo 
de esta resolución. Y en segundo lugar, porque el Fiscal del Ministerio 
Público no tiene competencia revisora alguna, para dejar sin efecto tal 
Boleta de Infracción, afectada de nulidad.   
 
47.- Al respecto, resulta aplicable al caso que nos ocupa, la siguiente 
Jurisprudencia de la Novena Época, Registro 1011560, Apéndice 2011, de 
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la Primera Sala de la SCJN, que señala que los actos de autoridad deben 
estar debidamente fundados y motivados, además de cumplir con las 
garantías del debido proceso legal y de legalidad:   

 
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 
JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
RESPECTIVAMENTE. 
Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la 
garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades 
esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso 
legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales 
que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con 
el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas. Esta 
garantía obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su 
conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos 
en la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones 
deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o 
absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia 
del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe 
desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 
constitucional, que impone a las autoridades la obligación de fundar y 
motivar debidamente los actos que emitan, esto es, que se expresen las 
razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, 
los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente 
para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías 
individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las 
consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su 
artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir 
con las garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se 
encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, 
en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el 
o los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la 
hipótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de las 
circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas 
en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, que 
exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al 
caso."  

 
48.- Por lo anteriormente expuesto, es de concluirse que los actos 
desplegados por los servidores públicos multicitados, son contrarios al 
derecho y violan de manera flagrante lo dispuesto por el artículo 16 de la 
CPEUM, que dispone que: “Nadie puede ser molestado en su persona, 
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familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento; y que sólo en caso de flagrancia o urgencia puede ser 
detenido el indiciado por cualquier persona." Además del artículo 14 
constitucional, por no haber cumplido con las formalidades esenciales del 
procedimiento. Asimismo, violentaron en su momento lo dispuesto en las 
fracciones I y XXI de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
del Estado de Chiapas, vigente en la época de los hechos, que les exigía 
cumplir con diligencia el servicio encomendado y abstenerse de cualquier 
acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición 
jurídica relacionada con el servicio público. Además de aplicar en forma 
ilegal, los artículos 80 de la Ley de Transportes del Estado, y artículos 120 y 
121 del Reglamento General de la misma Ley, vigente en la época de los 
hechos.   
 
49.- Los citados servidores públicos, también violentaron el Código de 
Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir La Ley,1 cuyos 
artículos 1 y 2,  disponen que "los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley cumplirán en todo momento los deberes que les impone la 
ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas las personas contra 
actos ilegales, en consonancia con el alto grado de responsabilidad 
exigido por su profesión; y en el desempeño de sus tareas, respetarán y 
protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán los derechos 
humanos de todas las personas." 
 

Obligación de reparar el daño. 
 
50.- Toda vez de que el sistema de protección no jurisdiccional de los 
derechos humanos constituye una de las vías previstas en el sistema jurídico 
mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la 
responsabilidad en que ha incurrido el Estado; en el presente caso, al ser 
objeto de una actuación ilegal y arbitraria, por parte de servidores públicos 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al ser 
detenido el vehículo marca Nissan, Tsuru, modelo 1993, número de serie 
3BAMB 13-41607, motor E16624163M, placas de circulación DTM-6327, 
Tarjeta de Circulación N° 52866117, propiedad de V2, así como su 
conductor V1, acusando de fraude al segundo y imponiendo multa, en 
contravención a las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas 
en los artículos 14 y 16 constitucionales; las violaciones a derechos 
humanos acreditadas en su agravio, en congruencia con el orden jurídico 
nacional e internacional, obligan a la autoridad responsable a la 
                                                           
1 Aprobado por la ONU el 17 de diciembre de 1979 en la Resolución 34/169. 
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reparación del daño causado. En este sentido, de acuerdo con la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, las reparaciones consisten en las 
medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 
cometidas2.  
 
50.1.- En términos universales, el deber de reparar a cargo del Estado ante 
violaciones a derechos humanos está previsto en los Principios y Directrices 
Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de violaciones manifiestas en las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional 3 "(en adelante -Los Principios y Directrices Básicos 
de la ONU-). Al respecto, de acuerdo con los citados Principios: Una 
reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la 
justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 
internacional humanitario. 
 
50.2.- A nivel regional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 
señalado que el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los 
principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 
la responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un hecho 
ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabilidad 
internacional de éste por la violación de la norma internacional de que se 
trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.4 
 

50.3.- Por lo que hace a la legislación nacional, tal obligación deriva del 
artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos que dispone que:  “Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 

                                                           
2Corte IDH, Caso Ximenes López vs. Brasil; Caso Baldeón García; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay; y 
Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
febrero de 2006. Serie C No. 144, Párr. 297. 
 
3ONU, Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional, 60/147 Resolución aprobada 
por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005. 
 
4 Caso Panel Blanca Vs Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo del 2001. Párr. 78. 
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las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la 
ley.”  
 
50.4.- Por su parte, la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 
del Estado de Chiapas, en su artículo 66 establece que:  

 
"Concluida la investigación, el Visitador formulará, en su caso, un 
proyecto de recomendación, o acuerdo de no responsabilidad en los 
cuales se analizarán los hechos, argumentos y pruebas, así como los 
elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin de 
determinar si las autoridades o servidores públicos han violado o no los 
derechos humanos de los afectados, al haber incurrido en actos y 
omisiones ilegales, irrazonables, injustas, inadecuadas, o erróneas, o 
hubiesen dejado sin respuesta las solicitudes presentadas por los 
interesados durante un período que exceda notoriamente los plazos 
fijados por las leyes. 
 
En el proyecto de recomendación, se señalarán las medidas que 
procedan para la efectiva restitución de los derechos fundamentales 
de los afectados, en caso de proceder, se establecerán los 
lineamientos para la reparación de los daños y perjuicios que se 
hubiesen ocasionado. 
 
La responsabilidad de las autoridades o servidores públicos en materia 
de reparación del daño material y moral por violación a los derechos 
humanos en términos de la Constitución, será objetiva y directa (sic), 
esto en concordancia con los instrumentos internacionales 
relacionados con la protección de los derechos humanos. De ser 
aceptada la recomendación, la autoridad tendrá la obligación de 
otorgar a las victimas la reparación del daño de manera pronta y 
adecuada. 
 
La reparación del daño por violaciones a los derechos humanos es 
independiente de la reparación o indemnizaciones que determinen 
los tribunales competentes de los ámbitos penal o administrativo 
contra las personas del servicio público que resulten responsables..."  

 
50.5.- A mayor abundamiento, la Ley General de Víctimas establece en su 
artículo 1°: 5 

 

                                                           
5 Última reforma publicada en el DOF el 3-01-2017. 
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"La presente Ley general es de orden público, de interés social y 
observancia en todo el territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los 
artículos 1o., párrafo tercero, 17, 20 y 73, fracción XXIX-X, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales 
celebrados y ratificados por el Estado Mexicano, y otras leyes en materia de 
víctimas. 
 
En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el 
Congreso, se aplicará siempre la que más favorezca a la persona. 
La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a las autoridades 
de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, así 
como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones 
públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a 
proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. Las autoridades de 
todos los ámbitos de gobierno deberán actuar conforme a los principios y 
criterios establecidos en esta Ley, así como brindar atención inmediata en 
especial en materias de salud, educación y asistencia social, en caso 
contrario quedarán sujetos a las responsabilidades administrativas, civiles o 
penales a que haya lugar. 
 
La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 
medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la 
gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y 
magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 
características del hecho victimizante." 

 
En su artículo 26, dispone que: 

 
"Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 
diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o 
de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo 
medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 
medidas de no repetición." 

 
Los artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto transitorios de la última 
reforma de la Ley General de Víctimas, publicada en el DOF de fecha 3 de 
enero del 2017, disponen:  

Décimo Tercero.- En un plazo de 180 días contados a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto: las secretarías, dependencias, organismos y 
entidades del orden federal y de las entidades federativas del sector salud, 
educación, desarrollo social y las demás obligadas; así como aquellos 
municipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación 
de servicios, en el marco de sus competencias y fundamentos legales de 
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actuación, deberán adecuar su normatividad conforme al Programa y el 
Modelo de atención a víctimas previstos en la Ley y el Reglamento. 
Décimo Cuarto.- En tanto las entidades federativas se encuentren en la 
integración de sus Comisiones de víctimas, las obligaciones previstas para 
estas Comisiones en la Ley serán asumidas por la Secretaría de Gobierno de 
cada entidad. 
 

50.6.- Igualmente la Ley de Víctimas para el Estado de Chiapas, publicada 
en el POE el 20 de mayo de 2015, establece en su artículo 1° que:  

 
"Tiene por objetivo crear los procedimientos, mecanismos e instituciones que 
permitan garantizar su plena efectividad en el Estado, en materia de 
atención, ayuda, asistencia, acceso a la verdad, a la justicia y a la 
reparación integral de las víctimas de delitos de fuero común y violaciones 
de derechos humanos cometidas por servidores públicos de la entidad 
federativa o sus municipios."  

 
El artículo 2° dispone que: 

 
 "Todas las autoridades del Estado de Chiapas y sus municipios, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, deberán respetar, garantizar, promover y 
proteger los derechos de las víctimas que están reconocidos en la Ley 
General de Víctimas. Los derechos, principios y medidas de ayuda, 
asistencia, atención y reparación integral contemplados en la Ley General 
de Víctimas serán irrestrictamente garantizados por las autoridades 
obligadas por esta Ley, así como serán observados los conceptos y 
definiciones dispuestos por la citada legislación general en la materia."  

 
El artículo 19 dispone la creación de la Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención a Víctimas, en términos de lo establecido en el artículo 79 
párrafos cuarto y quinto de la Ley General de Víctimas, como un Órgano 
Auxiliar del Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con funciones y con el objeto de coordinar los 
instrumentos, políticas, servicios y acciones para garantizar los derechos en 
materia de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a 
Derechos Humanos, con autonomía técnica, ejecutiva, administrativa, 
presupuestal y de gestión, para la consecución de su objeto, la realización 
de sus funciones y la emisión de los actos de autoridad que conforme a su 
normatividad le correspondan. El artículo 20 señala que la Comisión 
Ejecutiva Estatal, para cumplir con su propósito, tendrá a cargo el Registro, 
el Fondo y la Asesoría Jurídica, así como la coordinación y la Asesoría 
Técnica y operativa con el Sistema Estatal.    
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50.7.- Asimismo, en el POE de fecha 16 de diciembre de 2015, se publicó el 
Decreto por el que se crea la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas a cargo de un Comisionado con categoría de Director General, 
que de conformidad con su artículo 4° tendrá como objeto fundamental, 
coordinar los instrumentos, políticas, servicios y acciones para garantizar el 
pleno ejercicio de los derechos en materia de Atención y Reparación a 
Víctimas del Delito y de violaciones a los Derechos Humanos, llevando a 
cabo acciones y estrategias que permitan atender las necesidades en esa 
materia y estableciendo políticas públicas que satisfagan sus exigencias.  
 
Su Artículo 6°, dispone que:  

"Para el cumplimiento de su objeto, la "Comisión Ejecutiva Estatal", tendrá las 
siguientes atribuciones: 
[...] 
XXII.- Realizar las gestiones necesarias ante las instancias competentes, para 
hacer efectiva la implementación del pleno ejercicio de los derechos en 
materia de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a 
los Derechos Humanos, de conformidad con los objetivos, metas y 
lineamientos que determine el Gobernador del Estado y que establezcan las 
autoridades competentes."  

   
Además,  su Artículo 9° señala que: 

"La "Comisión Ejecutiva Estatal", contará además con un Comité de Asesoría, 
Apoyo y Seguimiento; el cual estará integrado de la siguiente manera: 
I.- El titular de la Secretaría General de Gobierno, quien lo presidirá. 
II.- El titular del Instituto de Salud y/o Secretaría de Salud. 
III.- El titular de la Secretaría de Educación. 
IV.- El titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
V.- Un Diputado del Congreso del Estado, designado por las terceras partes 
de sus integrantes. 
VI.- Tres comisionados."  

 
50.8.- Ahora bien, como lo ha indicado la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la reparación es un término genérico que comprende 
las diferentes maneras como un Estado puede hacer frente a la 
responsabilidad internacional en que ha incurrido. Por ello, la reparación 
comprende diversos “modos específicos” de reparar que “varían según la 
lesión producida”.6 Asimismo, ha señalado que las reparaciones que se 
establezcan deben guardar relación con las violaciones declaradas.7 
Finalmente, ha señalado que la reparación del daño ocasionado por la 

                                                           
6 Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina. Sentencia de 27 de agosto de 1998, párrafo 41.  
7 Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Sentencia de 22 de noviembre de 2004, párrafo 89.  
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infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea 
posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste en el 
restablecimiento de la situación anterior a la violación. De no ser esto 
posible, cabe determinar una serie de medidas para que además de 
garantizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen las 
consecuencias que produjeron las infracciones.8 Así, el Tribunal 
Interamericano, a través de su jurisprudencia ha elaborado las siguientes 
medidas: 

i. Rehabilitación. 
50.9.- De conformidad con los estándares internacionales, la rehabilitación 
debe incluir la atención médica y psicológica así como la atención de los 
servicios sociales.9  
 
ii. Satisfacción. 
49.10.- La satisfacción debe incluir, cuando sea pertinente y procedente, la 
totalidad o parte de las medidas siguientes: a) medidas eficaces para 
conseguir que no continúen las violaciones; b) la verificación de los hechos 
y la revelación pública y completa de la verdad; c) una declaración oficial 
o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los 
derechos de las víctimas; d) una disculpa pública; y e) la aplicación de 
sanciones jurídicas o administrativas a los responsables de las violaciones. 
 
iii. Garantías de no repetición. 
50.11.- Estas consisten en implementar las medidas que sean necesarias 
para conseguir que los hechos violatorios de derechos humanos no se 
repitan.10  
 
iv. Indemnización. 
50.12.- Ésta consiste en reparar el daño causado, sea material o inmaterial, 
y permite compensar con un bien útil la pérdida o el menoscabo de un 
bien de la misma naturaleza e incluso de una diferente. El daño material 
incluye los conceptos de daño emergente y lucro cesante. El daño 
emergente es el perjuicio efectivo sufrido en el patrimonio de la víctima, 
que ha perdido un bien o un derecho que ya estaban incorporados a ese 
patrimonio. El lucro cesante, en cambio, contempla la ganancia frustrada, 
es decir los daños que se producen por la falta de ingreso de 

                                                           
8 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Sentencia de 17 de junio de 2005, párrafo 193.  
9 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Numeral 21.  
10 Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párrafo 40. 
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determinados bienes o derechos al patrimonio de la víctima, que se ve 
privada de beneficios que hubiera obtenido. El daño inmaterial “puede 
comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima 
directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia de la víctima o su familia”. 11   
 
50.13.- Debe precisarse que si bien una de las vías previstas en el sistema 
jurídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la 
responsabilidad institucional consiste en plantear la reclamación ante el 
órgano jurisdiccional competente, también lo es que el sistema no 
jurisdiccional de protección de derechos humanos, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; y 66, párrafo segundo, de la Ley de la 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos; prevén la posibilidad de que al 
evidenciarse una violación a los derechos humanos atribuible a servidores 
públicos del Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia 
pública correspondiente debe incluir las medidas que procedan, a efecto 
de lograr la efectiva restitución de los afectados en sus derechos 
fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que 
se hubieran ocasionado, para lo cual el Estado debe investigar, sancionar 
y reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos que se 
establezcan en la ley. 
 
50.14.- Por lo tanto, el quejoso y agraviado en la presente queja, V1, quien 
fue objeto de detención ilegal y posterior sujeción a acusación en la 
Averiguación Previa AL94/00610/2007; a quien se le violentaron sus 
derechos humanos a la libertad personal, honra, dignidad, seguridad 
jurídica y legalidad, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículos 7 y 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, de acuerdo a la 
naturaleza de las violaciones acreditadas, tiene derecho:  
 
a).- A una medida compensatoria y de reparación de daños; a cargo de 
la Secretaría de Transportes, consistente en una compensación adecuada 
y justa por el daño emergente; esto es, en los gastos que hubiera erogado 
en su defensa ante el Fiscal del Ministerio Público, al haber sido objeto de 
una acusación ilegal.  
 

                                                           
11 Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 
Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 84; Caso 
Escher y otros Vs. Brasil, supra nota 64, párr. 224, y Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados, supra nota 43, párr. 111. 
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b).- Además de una compensación adecuada y justa por el daño 
inmaterial resentido, esto es, los sufrimientos y aflicciones causados a su 
persona y su familia como consecuencia de haber sido ilegalmente 
privado de su libertad y la incertidumbre jurídica al habérsele sometido a 
una acusación también ilegal ante el Fiscal del Ministerio Público.  
 
c).- Esto, en atención a la proporcionalidad de la lesión producida, cuyo 
monto debería establecer la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas, pero como a la fecha no se ha integrado, el artículo Décimo 
Cuarto transitorio de la última reforma de la Ley General de Víctimas, 
publicada en el DOF de fecha 3 de enero del 2017, dispone que "En tanto 
las entidades federativas se encuentren en la integración de sus 
Comisiones de víctimas, las obligaciones previstas para estas Comisiones en 
la Ley serán asumidas por la Secretaría de Gobierno de cada entidad." Por 
lo tanto, corresponde a la Secretaría de Transportes requerir el monto 
correspondiente al daño emergente y daño inmaterial a la Secretaría 
General de Gobierno, como consecuencia de la responsabilidad en que 
incurrieron sus servidores públicos, en atención a las consideraciones 
planteadas en la presente Recomendación. 
 
50.15.- También, V2,  quien fue desposeído de su vehículo marca Nissan, 
Tsuru, modelo 1993, número de serie 3BAMB 13-41607, motor E16624163M, 
placas de circulación DTM-6327, Tarjeta de Circulación N° 52866117, e 
imponiendo multa, en contravención a las garantías de legalidad y 
seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 constitucionales; de 
acuerdo a la naturaleza de las violaciones acreditadas, tiene derecho:  
 
a).- A una medida compensatoria y de reparación de daños; a cargo de 
la Secretaría de Transportes, consistente en una compensación adecuada 
y justa por el daño inmaterial resentido, esto es, los sufrimientos y aflicciones 
causados a su persona y su familia como consecuencia de haber sido 
desposeído ilegalmente de su vehículo.  
 
b).- A una compensación adecuada y justa por el daño material 
consistente en el deterioro de su vehículo automotor después de 11 años 
de permanecer a la intemperie en el Corralón; puesto que sería irrazonable 
e injusto que después de 11 años este Organismo recomendara a la 
responsable la devolución del mismo vehículo, ya que lo justo y equitativo 
será que se le regrese un vehículo Nissan Tsuru en condiciones similares de 
uso al que le fue desposeído en fecha 24 de mayo del 2007, esto es, de 14 
años de uso a la fecha en que se le efectúe la compensación, modelo 
2004 o 2005, o el equivalente de su costo en el mercado, a elección de V2. 
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Además de que el vehículo de su propiedad que permanece en el 
corralón, sea dado de baja por la Secretaría de Transportes, que también 
se deberá de hacer cargo de las multas y recargos que por el transcurso 
del tiempo se hubieran generado, ante la Secretaría de Hacienda del 
Estado; en atención a las violaciones acreditadas en este documento. 
 
c).- Lo anterior, en atención a la proporcionalidad de la lesión producida, 
cuyo monto debería establecer la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención 
a Víctimas, pero como a la fecha no se ha integrado, el artículo Décimo 
Cuarto transitorio de la última reforma de la Ley General de Víctimas, 
publicada en el DOF de fecha 3 de enero del 2017, dispone que "En tanto 
las entidades federativas se encuentren en la integración de sus 
Comisiones de víctimas, las obligaciones previstas para estas Comisiones en 
la Ley serán asumidas por la Secretaría de Gobierno de cada entidad."  
 
d).- Por lo tanto, corresponde a la Secretaría de Transportes requerir el 
monto correspondiente al daño material e inmaterial a la Secretaría 
General de Gobierno; además de que requiera a la misma Secretaría 
General de Gobierno, se anote a los quejosos y agraviados en el Registro 
Nacional y Estatal de Víctimas. Ello como consecuencia de la 
responsabilidad en que incurrió el Estado, en atención a las 
consideraciones planteadas en la presente Recomendación.  
 
51.- Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos determinó procedente formular, respetuosamente, a usted C.  
Secretario de Transportes del Estado; las siguientes,  
  
V.- RECOMENDACIONES. 
 
PRIMERO.- Instruya a quien corresponda para efectos de que a la 
brevedad se proceda a la reparación del daño emergente y daño 
inmaterial, al quejoso y agraviado V1, en los términos señalados en el 
Capítulo de Observaciones de este documento.    
 
SEGUNDO.- Instruya a quien corresponda para efectos de que a la 
brevedad se proceda a la reparación del daño material y daño inmaterial, 
al quejoso y agraviado V2, en los términos señalados en el Capítulo de 
Observaciones de este documento.  
 
TERCERO: Que como medida de no repetición de los actos violatorios a 
que se refiere este documento, se diseñen e impartan cursos de 
capacitación dirigidos a los servidores públicos adscritos a esa Secretaría, a 
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fin de que en el desarrollo de sus funciones garanticen el respeto a los 
derechos humanos, con el objeto de evitar que en lo futuro se incurra en 
omisiones o irregularidades como las evidenciadas en este documento. 
Asimismo, instruya a quien corresponda, para que se proporcione a los 
servidores públicos adscritos a esa Secretaría de Transportes, capacitación 
sobre los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos, en términos de lo dispuesto en 
el artículo 21, párrafo noveno, de la CPEUM. 
 
52.- La presente recomendación, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 102, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 98 de la Constitución Política del Estado de Chiapas, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de 
hacer una declaración respecto de una conducta irregular por parte de 
servidores públicos en ejercicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley, como de obtener las investigaciones que procedan por 
parte de las dependencias administrativas o cualquiera otra autoridad 
competente, para que dentro de sus atribuciones, apliquen las sanciones 
conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 
 
53.- De conformidad con el artículo 67, segundo párrafo, de la Ley del 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos, solicito a usted que la 
respuesta sobre la aceptación de esta recomendación, en su caso, se nos 
informe dentro del término de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 
Igualmente, de acuerdo al párrafo tercero del mismo precepto jurídico, 
solicito a usted, que las pruebas correspondientes al cumplimiento de la 
recomendación que se le dirige, se envíen a esta Comisión Estatal dentro 
de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya 
concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma.  
 
54.- Cabe señalar que la omisión de la recomendación o la no aceptación 
de la misma, dará lugar a que esta Comisión Estatal, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 70, fracciones I y II de su Ley, quede en libertad 
de hacerlo del conocimiento del Congreso del Estado de Chiapas, a fin de 
dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 98, sexto párrafo, de la 
Constitución Política de esta entidad.  
  

 

Lic. Juan José Zepeda Bermúdez. 

Presidente. 


